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Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez Torres, el 

Juez Flores García y el Juez Sánchez Ramos.   
 

Sánchez Ramos, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 22 de agosto de 2016. 

 Una abogada fue despedida por su patrono y presentó la 

reclamación laboral de referencia.  Como sanción por asuntos 

relacionados con el descubrimiento de prueba, el Tribunal de 

Primera Instancia (“TPI”) no permitió que la reclamante declarara 

en el día del juicio; al no presentarse otra prueba, dicho foro 

desestimó.  Como se explicará en mayor detalle a continuación, 

erró al así actuar el TPI, pues, en primer lugar, no se utilizaron 

antes sanciones menos drásticas ni se advirtió directamente a la 

parte y, en segundo lugar, resultó excesiva la sanción impuesta, en 

las circunstancias particulares de este caso.  Por ello, revocamos la 

sentencia apelada y devolvemos el caso al foro primario para que 

se reanude el descubrimiento de prueba y se celebre un nuevo 

juicio de forma compatible con lo aquí resuelto. 

I. 

El 4 de marzo de 2015, la Sra. Lourdes Fontanillas López (la 

“Querellante” o “Empleada”) presentó la acción de referencia contra 

McConnell & Valdés, LLC. (el “Patrono”, “McV” o la “Querellada”) y 
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se acogió al procedimiento establecido en la Ley Núm. 2 de 17 de 

octubre de 1961, Ley de Procedimiento Sumario para 

Reclamaciones de Obreros y Empleados, 32 LPRA sec. 3118 et seq.  

Reclamó el pago de salarios y reembolso de los gastos profesionales 

de viajes, alquiler de automóvil, entretenimiento y bono de 

navidad.1 

El Patrono contestó la demanda y comenzó el 

descubrimiento de prueba.2  El 7 de mayo de 2015, se celebró una 

vista en la que se estableció la fecha de la celebración del juicio en 

su fondo.  Así también, el 13 de octubre de 2015, se celebró una 

vista en la que se estableció el 2 de marzo de 2016 como fecha 

para culminar el descubrimiento de prueba.3   

A finales de octubre de 2015, el Patrono notificó un primer 

Aviso de toma de video deposición, en el cual requirió la 

comparecencia de la Empleada para ser depuesta el 23 de 

noviembre de 2015, así como un número de documentos para el 

13 de noviembre de 2015.4  Antes de transcurridos dichos plazos, 

el 3 de noviembre de 2015, la Querellante notificó al Patrono que 

objetaba la producción de documentos, argumentando, entre otras 

cosas, que se trataba de información y récords en poder del 

Patrono.   

Ante este diferendo, relacionado con los documentos 

solicitados a la Empleada, no se celebró la deposición que se había 

notificado para el 23 de noviembre.  En vez, esta controversia fue 

presentada al TPI, foro que la adjudicó mediante Resolución 

notificada el 22 de febrero de 2016, ordenándose a la Empleada 

que produjera, en 20 días, ciertos documentos (no todos) de los 

                                                 
1 Véase la Demanda en el anejo 1, págs. 1-3 del apéndice de la apelación. 
2 Véase la Contestación a la Demanda en el anejo 2, págs. 4-8 del apéndice de la 

apelación. 
3 Véase la Minuta en el anejo 8, págs. 32-34 del apéndice de la apelación. 
4 Véase el Aviso en el anejo 9, págs. 35-40 del apéndice de la apelación. 
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requeridos por el Patrono, so pena de no permitir su presentación 

en juicio.5 

Mientras tanto, antes de que el TPI hubiese resuelto la 

controversia sobre el ámbito de descubrimiento de documentos al 

Patrono, a principios de enero de 2016, el Patrono notificó un 

segundo aviso de deposición a la Empleada para el 10 de febrero 

de 2016.  Según expone el Patrono, la Empleada no compareció, ni 

objetó el referido aviso, aunque ésta posteriormente planteó que no 

lo había recibido. 

De forma similar, antes de que el TPI hubiese resuelto la 

controversia relacionada con el descubrimiento documental, el 9 

de febrero de 2016, el Patrono citó a la Empleada, por tercera vez, 

para ser depuesta el 24 de febrero.  El Patrono hizo énfasis en que, 

según el calendario ordenado por el TPI, el descubrimiento 

culminaría el 2 de marzo.  Según expone el Patrono, la Empleada 

no compareció, ni objetó el referido aviso. 

No obstante, el 22 de febrero de 2016, la Empleada solicitó al 

TPI que extendiera el período de descubrimiento, y el TPI, mediante 

Resolución notificada el 1 de marzo de 2016, extendió el 

descubrimiento hasta el 4 de abril de 2016.6 

El 3 de marzo de 2016, el Patrono, sin conocer todavía que el 

período de descubrimiento se había extendido hasta el 4 de abril, 

cursó un cuarto aviso de toma de deposición a la Empleada, para 

el 10 o 14 de marzo de 2016.  Además, el Patrono presentó una 

moción al respecto ante el TPI7, a raíz de lo cual dicho foro emitió 

una Resolución, notificada el 16 de marzo de 2016, en la que 

ordenó a la Empleada comparecer a la deposición, “según citada”, 

“so pena de prohibir el uso del testimonio de la parte querellante”.8  

                                                 
5 Véase la Resolución en el anejo 26, pág. 141 del apéndice de la apelación. 
6 Véase la Resolución en el anejo 30, págs. 150-152 del apéndice de la 

apelación. 
7 Véase la Moción en las págs. 184-185 del apéndice de la apelación. 
8 Véase la Resolución en el anejo 42, pág. 199 del apéndice de la apelación. 



 
 

 
KLAN201600861 

 

4 

Según expone el Patrono, la Empleada no objetó este aviso de 

deposición ni compareció en las fechas indicadas en el mismo. 

 Posteriormente, la Empleada solicitó que se extendiera, una 

vez más, el período de descubrimiento de prueba9, lo cual fue 

denegado por el TPI.10  La Empleada solicitó reconsideración, la 

cual fue denegada.11  

El día del señalamiento del juicio, 9 de mayo de 2016, el TPI 

se sostuvo en su determinación de no permitir el testimonio de la 

Querellante como sanción por no haber comparecido a la 

deposición según ordenado.  La representación de la Empleada 

argumentó que no contaba con prueba adicional al testimonio de 

de la Empleada12; por tal razón, el Patrono solicitó la 

desestimación de la querella al amparo de la Regla 39.2 (c) de las 

Reglas de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2 (c).   

El TPI, mediante Sentencia notificada el 8 de junio de 2016 

(la “Sentencia”), desestimó la acción de referencia.13  Razonó que la 

Empleada “no presentó prueba”14, e hizo énfasis en que la 

Querellante se encontraba representada por dos abogados y no es 

lega, sino abogada de profesión, por lo cual –continuó- debía tener 

conocimiento de las Reglas de Procedimiento Civil y las 

repercusiones de su incumplimiento.    

Inconforme, el 20 de junio de 2016 (lunes), la Querellante 

presentó el recurso de apelación de referencia.  Plantea que el 

Patrono sabía, al notificar el cuarto aviso de deposición, que la 

representación de la Empleada estaría ocupada en un juicio; que, a 

finales de marzo, la Empleada ofreció varias fechas en la primera 

quincena de abril en las que estaría disponible para ser depuesta 

                                                 
9
 Véase la Moción en el anejo 47, págs. 215-218 del apéndice de la apelación. 

10
 Véase la Resolución en el anejo 49, págs. 222-224 del apéndice de la apelación. 

11
 Véase la Resolución en el anejo 52, pág. 244 del apéndice de la apelación. 

12
 Véase el Recurso de apelación de la apelante. 

13
 Véase la Sentencia en el anejo 55, pág. 306 del apéndice de la apelación. 

14
 Véase la Minuta del 9 de mayo de 2016 y la Sentencia en los anejos 54 y 55, págs. 286-306 del 

apéndice de la apelación. 
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por el Patrono; y que fue excesiva la sanción impuesta por el TPI, 

particularmente, dado que la orden infringida se notificó por el TPI 

luego de expirado el término concedido para actuar.  El Patrono 

compareció en oposición al recurso de referencia; hace énfasis en 

que la Empleada “ignoró” los avisos previos de deposición cursados 

por el Patrono.15 

II. 

A. Procedimiento sumario en reclamaciones laborales 

La Ley de Procedimiento Sumario para Reclamaciones 

Laborales, Ley Núm. 2 del 17 de octubre de 1961, según 

enmendada, 32 LPRA sec. 3118 et seq., instituye un procedimiento 

de adjudicación de pleitos laborales dirigido a la rápida 

consideración y adjudicación de aquellas reclamaciones de 

empleados contra sus patronos relativas a salarios, beneficios y 

derechos laborales.  Íd.; Lucero Cuevas v. The San Juan Star Co., 

159 DPR 494 (2003); Ruiz v. Col. San Agustín, 152 DPR 226 (2000); 

Dávila Rivera v. Antilles Shipping, Inc., 147 DPR 483 (1999).  Así, 

ciertas disposiciones de la Ley Núm. 2, supra, son más favorables 

al obrero, pues se trata de casos que por su naturaleza y finalidad, 

requieren ser resueltos a la mayor brevedad posible.  Rivera v. 

Insular Wire Products Corp., 140 DPR 912, 922 (1996).  

Consecuentemente, se le impone una carga procesal más onerosa 

a la parte con mayores medios económicos, el patrono, sin privarle 

su debido proceso de ley.  Íd., pág. 924.   

De esta forma, el legislador implantó la política pública 

estatal de proteger a los empleados, desalentar los despidos sin 

justa causa, entre otras cosas.  A fin de lograr la consecución de 

dichos propósitos, la Ley Núm. 2, supra, establece:  (1) términos 

cortos para presentar la contestación de la querella o demanda; 

(2) criterios para conceder una sola prórroga para la contestación 

                                                 
15 Véase el Alegato en oposición, pág. 16. 
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de la querella o demanda; (3) un mecanismo para diligenciar el 

emplazamiento del patrono; (4) el proceso para presentar defensas 

y objeciones; (5) límites a la utilización de los mecanismos de 

descubrimiento de prueba; (6) la aplicabilidad limitada de las 

Reglas de Procedimiento Civil en todo aquello que no esté en 

conflicto con el procedimiento sumario; (7) que ninguna de las 

partes pueda someter más de un interrogatorio o deposición, ni 

tomar una deposición a la otra parte después de haber sometido 

un interrogatorio ni viceversa, excepto cuando concurran 

circunstancias excepcionales; y (8) la obligación de los tribunales 

de emitir sentencia en rebeldía cuando el patrono incumple con el 

término para contestar la querella o demanda.  32 LPRA sec. 3120; 

Vizcarrondo Morales v. MVM, Inc., 174 DPR 921 (2008). 

La naturaleza sumaria de la Ley Núm. 2, supra, responde a 

la política pública de “[…] abreviar el procedimiento de forma que 

sea lo menos oneroso posible para el obrero”.  Dávila, Rivera v. 

Antilles Shipping, Inc., supra, pág. 492.  De este modo se pretende 

agilizar el trámite judicial evitando así que el patrono dilate 

innecesariamente el procedimiento judicial. Berríos Heredia v. 

González, 151 DPR 327 (2000).  No obstante, a pesar del carácter 

sumario de la Ley Núm. 2, no fue la intención del legislador 

imponer un trámite procesal inflexible e injusto para el patrono 

querellado.  Lucero Cuevas v. The San Juan Star, 159 DPR 494 

(2003); Rivera v. Insular Wire Products, supra. 

B. Descubrimiento de prueba 

Por la naturaleza de la controversia de autos, enfatizamos 

que la sección 3 de la Ley Núm. 2, supra, establece que las Reglas 

de Procedimiento Civil aplicarán a los procedimientos de 

reclamaciones sumarias de manera supletoria en todo aquello que 

no sea inconsistente con el carácter sumario que persigue la ley.  

32 LPRA sec. 3120. 
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A tono con ello, pasamos a examinar lo dispuesto en las 

Reglas de Procedimiento Civil, supra, sobre el descubrimiento de 

prueba.  El procedimiento de descubrimiento de prueba se 

extiende a toda materia, no privilegiada que sea pertinente al 

asunto en controversia. Regla 23.1 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 23.1.  Consecuentemente, el mismo debe 

ser amplio y liberal para que sirva de instrumento para acelerar los 

procedimientos, propiciar transacciones y evitar sorpresas en el 

juicio.  E.L.A. v. Casta, 162 DPR 1, 10 (2004).   

La Regla 34.3 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 

34.3, dispone las medidas que puede tomar el tribunal para 

propiciar el cumplimiento de las partes con el descubrimiento de 

prueba solicitado.  En lo pertinente a este caso, la Regla 34.3 (b)(2) 

autoriza al tribunal a emitir una orden para impedir que la parte 

que incumple injustificadamente con una orden del tribunal, se 

oponga o sostenga determinadas reclamaciones o defensas.  De la 

misma manera, este inciso provee para que el tribunal le prohíba a 

dicha parte la presentación de alguna materia en evidencia, como 

consecuencia del incumplimiento.  Íd.  

 Auscultado lo anterior, nos parece imperativo reseñar lo 

dispuesto en la Regla 39.2 de las Reglas de Procedimiento Civil, 32 

LPRA R. 32.2.  Allí nuestro ordenamiento jurídico dispone las 

instancias en las que el tribunal podrá decretar la desestimación 

de un pleito o reclamación como consecuencia del incumplimiento 

de una parte con las Reglas de Procedimiento Civil o alguna orden 

del tribunal.  Al respecto, la regla dispone que la forma y manera 

en que el foro adjudicativo deberá imponer las sanciones.  Estas 

serán impuestas de manera progresiva de forma tal que se propicie 

la ventilación de los pleitos en los méritos y la solución justa de las 

reclamaciones.   
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 En razón de ello, esta regla es contundente al disponer que 

la desestimación de la reclamación o eliminación de las alegaciones 

solo procederá cuando el tribunal haya apercibido al abogado de 

las consecuencias de su conducta y brindado la oportunidad de 

corregir su actuación, haya impuesto sanciones y notificado 

directamente a la parte de la situación.  Más aun, la regla dispone 

que luego que la parte haya quedado plenamente notificada de la 

situación y sus consecuencias, el tribunal deberá conceder un 

término no menor de treinta (30) días a la parte para corregir la 

situación. 

 En Valentín v. Municipio de Añasco, 145 DPR 887 (1998), se 

atendió una controversia similar a la que hoy atendemos, 

consignándose que:  

Debe tenerse en cuenta, además, que la medida severa de 
excluir del juicio el testimonio de un testigo crucial, que es 
análoga a la medida extrema de la desestimación, sólo debe 
usarse en circunstancias excepcionales, en casos en los 
cuales la conducta de la parte sancionada ha sido 
contumaz o de mala fe, […].  Íd., pág. 895. 
 

En aquélla ocasión, se enfatizó que la sanción de eliminar un 

testimonio es una medida tan severa que no es favorecida por 

nuestro ordenamiento jurídico y solo se debe imponer cuando la 

conducta de la parte ha sido intencional.  Particularmente, cuando 

la imposición de esta medida redunda en la desestimación de la 

causa de acción, sobre todo porque la presentación de la prueba 

testifical está íntimamente ligada al debido proceso de ley.  Todo 

ello está arraigado en la política jurídica de propiciar que los casos 

se ventilen en los méritos. Íd., págs. 896-897.   

III. 

 Concluimos que erró el TPI al aplicar la extrema sanción de 

desestimación.  Aunque no hay duda de que la representación de 

la Empleada no fue diligente, pues ignoró algunos de los avisos de 
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deposición que le fueron cursados, dicha conducta, por sí sola, no 

ameritaba la drástica sanción impuesta.   

 Adviértase que, en este contexto, la sanción de eliminar 

cualquier testimonio de la Empleada era equivalente a ordenar la 

desestimación de la reclamación como sanción.  Al igual que 

sucedía en Valentín, supra, esta “medida severa” es aquí “análoga a 

la medida extrema de la desestimación”.  Examinada la 

reclamación de la Empleada, se colige que sería muy difícil, por 

decir imposible, probar la misma sin su propio testimonio; de 

hecho, al ordenarse la eliminación del mismo, la Empleada ni 

siquiera estuvo en posición de aportar alguna otra prueba en 

apoyo de su reclamación.   

 Por tanto, esta sanción extrema solamente procedía si el TPI 

tenía ante sí “circunstancias excepcionales” en que la conducta de 

la parte ha sido “contumaz o de mala fe”.  Valentín, supra.  Hemos 

examinado cuidadosamente el récord, y concluimos que no surgen 

las referidas circunstancias excepcionales ni conducta “contumaz 

o de mala fe”.  Encontramos, únicamente: un primer aviso de 

deposición, el cual se dejó sin efecto sin objeción del Patrono, ante 

la disputa sobre la procedencia de la entrega de los documentos 

solicitados; un segundo aviso, sobre el cual hay disputa entre las 

partes sobre si se recibió o no (sin que el TPI lo hubiese 

adjudicado); y dos avisos ulteriores, con períodos bastante cortos 

entre la notificación y la fecha de citación.   

No hay duda de que la representación de la Empleada debió, 

o bien contestar los referidos avisos (en especial, los últimos dos), o 

bien comparecer con su representada a la fecha citada.  Tampoco 

hay duda de que, al no hacerlo, se exponía a que se le impusieran 

sanciones.   

No obstante, la sanción en efecto impuesta resulta extrema 

en estas circunstancias.  Las referidas omisiones de la 
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representación de la Empleada no alcanzan el ámbito requerido de 

“mala fe”.  Valentín, supra.  Particularmente, tomando en cuenta 

que: (i) el período de descubrimiento se había extendido hasta el 4 

de abril, por lo cual, aún quedaba tiempo, luego de las últimas 

fechas notificadas (10 y 14 de marzo), para celebrar la deposición, 

(ii) no hubo incumplimiento de la representación de la Empleada 

con alguna orden del TPI, pues la orden requiriendo a la Empleada 

comparecer el 10 o 14 de marzo para deposición no fue notificada 

sino hasta el 16 de marzo; (iii) la representación de la Empleada 

ofreció varias fechas al Patrono, a principios de abril, en las cuales 

estaría disponible para ser depuesta; (iv) no se había impuesto 

sanción alguna anteriormente a los representantes de la 

Empleada, Valentín v. Municipio de Añasco, supra, pág. 896; y (v) el 

tribunal no advirtió directamente a la Empleada sobre la situación 

y la posibilidad de ser sancionada (mucho menos con una 

desestimación), Maldonado Ortiz v. Secretario de Recursos 

Naturales, 113 DPR 494, 498 (1982). 

 Ante todo lo anterior, y considerando además la política 

pública y judicial imperante que favorece la dilucidación de los 

casos en sus méritos, Maldonado Ortiz v. Secretario de Recursos 

Naturales, Íd.; Valentín v. Municipio de Añasco, supra, pág. 897; 

Rivera et. al. v. Superior Pkg., Inc. et. al., 132 DPR 115, 124 (1992), 

revocamos la sentencia apelada y devolvemos el caso al foro 

primario para que se reanude el descubrimiento de prueba y se 

celebre el juicio correspondiente. 

IV. 

 Por los fundamentos previamente expuestos, revocamos la 

sentencia apelada y devolvemos el caso al foro primario para que 

se complete el descubrimiento de prueba pendiente de ambas 

partes en un término razonable, y se celebre luego el 
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correspondiente juicio, todo de forma compatible con lo aquí 

resuelto. 

Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

El Juez Flores García le impondría sanciones económicas a 

la representación legal de la parte apelante.  Si la única prueba 

que contaba para probar su caso era el testimonio de la parte 

apelante, debió exhibir mayor diligencia y cooperación en asegurar 

la toma de la deposición.  

 
                                            Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

                                     Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


